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Una relación
COMPLEJA
Sobre la relación entre el gasto fiscal y el dólar podemos 
decir una sola cosa segura, la conexión entre estas dos varia-
bles es compleja.

Carlos J. García, Ph.D. en Economía, University of California (LA), EE.UU. Académico FEN-UAH

E
mpecemos por el modelo Mundell-Fleming, 
que es enseñado en casi todas las universi-
dades del mundo. Este predice que un au-
mento del gasto fiscal sube primero la tasa 

de interés y luego la moneda doméstica se debe de-
preciar. Una de las claves para entender esta predic-
ción es la existencia de movilidad en los flujos de capi-
tales internacionales. En efecto, un aumento de la tasa 
de interés en Chile, por ejemplo, produce que sea más 
rentable depositar dólares acá que en otros países. La 
mayor oferta de divisas, suponiendo un tipo de cam-
bio flexible, debiera reducir el precio del dólar.

La implicancia de política económica de este últi-
mo modelo es clara y dramática. La caída del precio 
del dólar debiera desincentivar las exportaciones y 
con esto se diluye el impulso inicial de un mayor 
gasto sobre el PIB. Por el contrario, en una eco-
nomía con tipo de cambio flexible y movilidad de 
capitales, la política correcta para estabilizar la eco-
nomía es la política monetaria, y no la fiscal. ¿Por 
qué? Bueno, la expansión del PIB se puede lograr 
bajando la tasa de interés, que sacando capitales 
de la economía logra depreciar el peso. En efecto, 
la depreciación del peso, enseguida, incentiva las 
exportaciones y con esto el crecimiento en el corto 
plazo o cíclico de la economía. 

Siguiendo esta línea de pensamiento muchos 
economistas aconsejan olvidarse de la política fis-
cal para estabilizar la economía. La tarea del gobier-
no por el contrario debe concentrase en promover 
el crecimiento, asegurando el gasto social en áreas 
clave como la educación, la salud, seguridad so-
cial, etc. La estabilización del ciclo económico es 
tarea del Banco Central, que a través del manejo 
de la tasa de interés debe controlar la inflación y 
reducir la brecha entre el PIB efectivo y el potencial. 
De hecho, bajo ciertas condiciones, algunos econo-
mistas se refieren a esta relación entre inflación y 
brecha del producto como la “divina” coincidencia. 
Es decir, la política monetaria, como en una partida 
de billar, puede controlar la inflación a través de la 
reducción de la brecha del producto. Espectacular, 
casi mágico sin duda alguna.
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“La política monetaria 
no es la única forma de 
estabilizar la economía, 

pero los efectos de la 
política fiscal, si bien salvan 
el día, pueden tener efectos 
inesperados que complican 

su uso en el futuro, en 
especial debilitando más 

que fortaleciendo el peso”

Gasto Fiscal y Dólar

La varita mágica en todo este análisis es una rela-
ción empírica que ocasiona lo más acalorados de-
bates entre los economistas de todas las escuelas 
de pensamiento: la curva de Phillips. Esta es una 
relación, positiva entre inflación y brecha del pro-
ducto que se ha encontrado o no en muchos países. 
Bueno y ¿por qué tanto debate con esta famosa cur-
va además de su extraño nombre? La clave es que 
la inflación por un aumento de la brecha del pro-
ducto es menor que en el caso que los precios de la 
economía hubieran sido completamente flexibles. 
En otras palabras, está en juego un punto clave 
para los economistas: si el sistema de precios fun-
ciona o no para distribuir los recursos de la econo-
mía en el corto plazo (dos años). Para los economis-
tas más apegado a la tradición de escuelas como 
Chicago, UCLA, Minnesota, y pensadores como 
Milton Friedman y Robert Lucas entre otros, la cur-
va de Phillips es sin duda una real molestia. Por el 
contrario, para los economistas más apegado a la 
tradición keynesiana como Samuelson, Blanchard, 
Summer, atrincherados en escuelas como MIT, Har-
vard, Berkley, etc., la curva de Phillips es la clave de 
toda la estabilización económica. La falla del merca-
do debe ser resuelta por el Estado, en particular, en 
una economía abierta con flujo de capitales, por el 
Banco Central. 

Sin embargo, la historia no es tan simple entre 
gasto fiscal y dólar. Primero, la varita mágica, la 
curva de Phillips, está bajo cuestionamiento, pero 
no por un aumento de la flexibilidad de precio 
como soñarían los economistas monetaristas de 
la tradición de Chicago sino por una estabilización 
de la inflación a rango bajos y estables. Al parecer, 
pase lo que pase, la inflación no baja ni sube. En 
efecto, en plena crisis internacional del 2008 se pro-
nosticó una deflación parecida a la gran depresión. 
¡Pero no ocurrió! Luego la Fed y el Banco Central 
Europeo (ECB en inglés) inundaron los mercados 
con dólares y euros, y no se produjo inflación. Pa-
rece que la divina coincidencia es una ilusión o un 
fantasma que se pasea sólo en los departamentos 
de estudio de los bancos centrales y en la mente 
imaginativa de algunos economistas académicos.

Segundo, a pesar del consejo del modelo de 
Mundell-Fleming de no usar la política fiscal en 
un contexto de flujo de capitales y tipo de cambio 
flexible, los gobiernos, incluido el chileno, usan 
sistemáticamente política fiscal para estabilizar la 
economía. Considerando que los ministros de Ha-
cienda en Chile y en muchos países, incluido los 
Estados Unidos, son economistas competentes, 
algo de efectividad debe tener la política fiscal a 
pesar del consejo negativo de Mundell-Fleming. En 
efecto, cuando un país entra en una crisis o en un 
ciclo de bajo crecimiento, la política monetaria pa-
rece seguir un camino muy largo para ser efectiva. 
En especial, debe pasar por los bancos privados, 
quienes en un contexto de mayor incertidumbre 
no están dispuestos a prestar a cualquier persona 
y/o empresa. En este escenario, una menor tasa de 
interés del Banco Central demora en traspasarse a 
las tasas de los bancos privados y con esto afectar 
el consumo e inversión privada. Así, no queda otra 
que perder la compostura, olvidarse de modelos 
económicos elegantes y gastar más, directamente 
a través del gobierno para estabilizar la economía. 
Cómo la revista The Economist explica sobre este 
punto, si te fallan las balas y las flechas, no te que-
da más que las piedras y finalmente los mordiscos. 

Tercero, y como hemos aprendido, la apreciación 
del peso por un mayor gasto fiscal también está 
bajo duda. En efecto, observemos el caso extremo 
y reciente de Argentina, una política fiscal expan-
siva no llevó a una apreciación, muy por el con-
trario, el exceso de deuda fiscal subió a las nubes 
el riesgo país y con ello el precio del dólar. Esto 
no es solo el caso de Argentina, también Chile ex-
perimentó un efecto en la misma dirección, pero 
claramente más moderado. Justamente, el exceso 
de deuda fiscal también subió el riesgo país y en 
conjunto con otros elementos gatilló la deprecia-
ción del peso en las últimas semanas. Entre esos 
otros elementos debemos considerar importantes 
hechos como la normalización de la política mone-
taria en los Estados Unidos, la no tan inteligente 
guerra comercial entre este país y China, la crisis 
argentina y turca, etc. 
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Negociando con el Estado
Relaciones laborales en el
SECTOR PÚBLICO
En los próximos días se conocerán los resultados de la segunda Encuesta Anual para el 
Diagnóstico de la Relaciones Laborales en la Administración Central del Estado (ENCLA-
CE), correspondiente al año 2017 y que forma parte de un convenio entre la Dirección del 
Servicio Civil y la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad Alberto Hurtado.

L
a Encuesta se inscribe en la 
urgente necesidad de reunir 
datos e información que per-
mitan alimentar el necesario 

análisis y debate acerca del Estado 
y las proyecciones de las relaciones 
laborales como marco en el que se 
desenvuelven los miles de funciona-
rios y las autoridades de la Adminis-
tración Central.

El carácter de urgente de dicho 
análisis es evidente; un adecuado 
tratamiento de la materia es indis-
pensable no solo con relación a que 
los funcionarios y funcionarias se 
desempeñen en un contexto de con-
diciones dignas y adecuadas a sus 
relevantes roles públicos, sino que 
ello redunda directamente en la ca-
lidad del servicio y prestaciones que 
la ciudadanía tiene derecho a recibir 

de los servicios y agencias estatales.
La ENCLACE se aplicó a las per-

sonas encargadas de las relaciones 
laborales de los organismos de la 
Administración Central, excluidos 
aquellos que se rigen por el Código 
del Trabajo. La encuesta diferenció 
al sector Salud del resto, en consi-
deración a su envergadura y hetero-
geneidad y, en general, se orientó a 
tres dimensiones: las características 
de las organizaciones de trabajado-
res, la existencia de distintos niveles 
de diálogo social y los grados de 
conflicto existentes.

De los ámbitos abarcados, pueden 
desprenderse algunas hipótesis pre-
liminares que nos interesa destacar 
a efectos de llamar la atención sobre 
algunos de los aspectos que apa-
recen como tareas pendientes en 

el desafío de dotar de la necesaria 
institucionalidad y profesionalismo 
al tratamiento de un área que, como 
ya se dijo, involucra las condiciones 
efectivas en las que miles de chile-
nos y chilenas se desenvuelven la-
boralmente con el Estado como em-
pleador y, como a todos los usuarios 
de los distintos servicios públicos 
nos consta, ellas son determinantes 
para asegurar la calidad y oportuni-
dad de las prestaciones a las que la 
ciudadanía tiene derecho a acceder.

1 
Las organizaciones de los tra-
bajadores y trabajadoras del 
sector, alta representatividad 
y dispersión

Es conocida la alta tasa de afiliación 
de los funcionarios y funcionarias 
del sector público, especialmente 

en comparación con sus equivalentes 
en la empresa privada, sin embargo, 
sus niveles de dispersión, es decir la 
existencia de varias organizaciones 
en el mismo organismo también es 
evidente y, especialmente, en el caso 
del sector Salud.

Según la ENCLACE, el porcentaje de 
servicios que alberga dos o más or-
ganizaciones supera el 77% en dicho 
sector y llega al 31,7% en el resto del 
sector público.

Las razones que explican este fenó-
meno pueden ser muchas. Por una 
parte, la diversidad de organismos 
que integra el sector salud, así como 
la heterogeneidad de niveles en que 
su actividad se desarrolla, además de 
la distinta naturaleza y categoría pro-
fesional de las especializaciones que 
abarca constituyen una fundamenta-
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ción razonable, como también puede 
serlo la posibilidad de que exista en 
el sector una mayor intensidad de la 
variable político gremial, que puede 
fomentar la existencia de organizacio-
nes constituidas sobre las particulares 
opiniones que en este ámbito puedan 
existir.

Sea cual sea la explicación, importa 
enfatizar el rol que este factor cumple 
en la estructuración de un sistema co-
herente de relaciones laborales, vol-
viéndolo más complejo y desafiante, 
en la medida que agrupamientos más 
unitarios favorecen la representativi-
dad y fortaleza de las demandas de los 
funcionarios y funcionarias que los in-
tegran pero, a la vez, pueden afectar la 
especificidad y autonomía de tales de-
mandas que, como se ha dicho, sue-
len representar un espectro bastante 
amplio y diverso de realidades. Es 
evidente que cualquier institucionali-
dad deberá desarrollar instrumentos 
adecuados para encarar esas formas 
de articulación y representación.

Por último, un aspecto a considerar 
en esta materia es que, no obstante lo 
referido a sus niveles de dispersión 
en el primer nivel organizacional, en 
lo referido a su articulación en orga-
nismos de segundo y tercer nivel, las 
organizaciones de funcionarios y fun-
cionarias muestran altos niveles de 
participación. En efecto, más del 88% 
de las organizaciones primarias del 
sector Salud están afiliadas al menos 
a una Federación de organizaciones 
y la mitad además de ellas a la ANEF, 
principal referente sindical del sector 
público. En cuanto a las organizacio-
nes del resto del sector público, casi el 
93% está ligada a dicha organización y 
un 42,9 lo está a la Central Unitaria de 
Trabajadores (CUT).

Si comparamos estas cifras con las 
del sector privado, en el que cerca de 
un 28% de los sindicatos existentes 
está afiliado a alguna federación o 
confederación y un poco más del 30% 
a alguna central sindical, podemos te-
ner una idea de la relevante influencia 
que el factor de articulación sectorial y 
nacional juega en las estrategias sin-
dicales del sector público y la impor-
tancia que ello tiene desde el punto de 
vista de generar dinámicas de solida-
ridad y complementación a la hora de 
enfrentar instancias de conflicto frente 
a su empleador, así como de los efec-

tos generalizados que pueden llegar 
a tener sus iniciativas en tales contin-
gencias, constituyéndose éste en otro 
factor que particulariza una mirada 
sobre cómo construir una perspectiva 
de relaciones laborales adecuada para 
el conjunto del sector.

2 
La necesidad de especializa-
ción profesional

Si a los antecedentes ex-
puestos agregamos otros ampliamen-
te conocidos, tales como el hecho de 
que los conflictos en la mayor parte 
de los organismos públicos pueden 
suponer la interrupción de servicios y 
prestaciones altamente sensibles para 
la población más vulnerable, el ele-
vado nivel de conciencia y adhesión 
política de gran parte de su dirigencia 
gremial, la enorme diferencia en las 

condiciones de empleo que pueden 
existir entre miembros de un mismo 
organismo, los efectos excesivos que 
a su respecto tienen generalmente los 
cambios de administración pos elec-
cionarios, entre otros, la conclusión 
más evidente debiera ser la de dotar 
a los distintos organismos, así como a 
los niveles centrales de la administra-
ción de profesionales altamente capa-
citados en la gestión de las relaciones 
laborales, capacitados para enfrentar 
contingencias de alta complejidad y 
con mandatos claros y las atribucio-
nes necesarias, así como de espacios 
institucionales específicamente dedi-
cados a dicha función.

Sin embargo, la ENCLACE muestra 
una realidad que todavía dista de tal 
situación. En efecto, si bien se apre-
cia que en relación a la medición del 
2016 hay un incremento importante 

“Es conocida la alta tasa de afiliación de 
los funcionarios y funcionarias del sector 
público, especialmente en comparación 

con sus equivalentes en la empresa 
privada, sin embargo, sus niveles de 

dispersión, es decir la existencia de varias 
organizaciones en el mismo organismo 

también es evidente y, especialmente, en el 
caso del sector Salud”

del porcentaje de directivos encarga-
dos específicamente de las relacio-
nes laborales en el respectivo servi-
cio (el 17,8% para el 2016 y el 43% 
para el 2017), lo que da cuenta de 
una tendencia de creciente toma de 
conciencia sobre la necesidad de la 
especialización, todavía más de la 
mitad de los organismos encuesta-
dos encara esta temática a través de 
su director u otros altos funcionarios 
no dedicados específicamente a esta 
tarea. 

Esto se hace más evidente cuando 
la ENCLACE diferencia al sector Salud, 
en el que el 54,5% de los organismos 
delega esta función en directivos es-
pecializados y lo contrasta con el res-
to del sector público en el que sólo 
el 27% de los servicios procede de la 
misma manera.

Es probable que al problema de 
una aparente falta de consideración 
de la administración sobre las com-
plejidades de la materia y sobre la 
consecuente necesidad de destinar 
profesionales altamente calificados 
para asumirla, se pueda agregar la 
mantención de criterios que prioricen 
las características y perfiles políticos 
de aquellos a quienes se asigna esta 
función, lo que se derivaría tanto de 
las habilidades de interacción que di-
cho perfil supone como de las afinida-
des que éstos pudieran tener con sus 
contrapartes gremiales. Si bien pare-
ce cierto que dichos factores pueden 
contribuir al desempeño de gestiones 
complejas, también es cierto que ello 
no puede obviar la necesidad de que 
quienes las ejerzan dispongan tam-
bién de atributos y calificaciones pro-
pias de profesionales formados para 
ese objetivo.

Radica aquí un relevante desafío en 
los procesos de elaboración de perfi-
les y selección de directivos que estén 
a la altura del problema, así como en 
la necesidad de que ellos dispongan 
de los espacios institucionales y los 
recursos necesarios para abordarla, 
sin olvidar la importancia de que los 
niveles de jerarquía interna de la que 
estén investidos les permitan hacerlo 
con la suficiente autoridad que evite 
que sean simplemente escalones pre-
vios que deben superarse para que el 
problema deba ser finalmente abor-
dado por las máximas autoridades del 
servicio respectivo.
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3
Diálogo social frecuente, de 
amplios contenidos pero des-
articulado

El modo más frecuente a través del 
que se presenta el diálogo social en el 
sector público es, sin duda, el de las 
mesas de negociación, definido en 
la ENCLACE como una instancia de 
encuentro periódico entre los repre-
sentantes gremiales y los directivos 
del servicio respectivo. Su funciona-
miento puede ser permanente o cons-
tituirse en torno a una problemática 
específica, cuya solución determinará 
el tiempo de su vigencia.

Su relevancia es tal que más del 
47% de los servicios consultados 
declara haber sido parte de 5 o más 
mesas de trabajo con las característi-
cas mencionadas, cifra levemente su-
perior a la medición del 2016 (42,2%), 
situación que contrasta nítidamente 
con su equivalente en el sector priva-
do, en el que al 2014 solo un 16,9 de 
las empresas habían albergado pro-
cesos de negociación colectiva en los 
últimos 5 años.

Desde el punto de vista de los con-
tenidos más frecuentemente aborda-
dos en tales mesas de trabajo, llama 
la atención, lo que constituye también 
un dramático contraste con sus equi-
valentes del sector privado, la am-
plitud temática y el hecho de que los 
tópicos más relevantes digan relación 
con cuestiones relativas a la gestión 
de los organismos, mayormente, pero 
no de forma exclusiva, en la medida 
que afectan las condiciones de las y 
los funcionarios que en ellos se des-
empeñan.

Así, cuestiones relativas a la produc-
ción, entendida como el análisis de 
los modos a través de los que el orga-
nismo cumple sus funciones, la igual-
dad de oportunidades en relación al 
género y aspectos asociados a la pre-
visión social de funcionarios y funcio-
narias, a las formas de organización 
del trabajo y la jornada, incluyendo 
su adaptabilidad, aparecen como los 
principales ámbitos de discusión, 
lo que da cuenta de un alto nivel de 
conocimiento e involucramiento en 
asuntos esenciales del funcionamien-
to del servicio respectivo, incluso en 
variables que se relacionan con el 
adecuado cumplimiento de su rol, 
más allá de los efectos que ello tiene 

en los afiliados a las organizaciones 
participantes del diálogo.

Si bien desde el punto de vista de 
los beneficios obtenidos por los traba-
jadores y trabajadoras involucrados 
en la negociación, en su mayor parte 
ellos importan cuestiones relativas a 
sus condiciones de empleo (mejoras 
en sus ingresos, mayor acceso a capa-
citación, asuntos relativos a seguridad 
e higiene laboral y mecanismos de ac-
ceso a retiro aparecen como los más 
recurrentes), la presencia de tópicos 
que trascienden sus intereses más di-
rectos y que se relacionan con la mar-
cha de los servicios deja de manifiesto 
un alto grado de involucramiento de 
las organizaciones en áreas que en el 
sector privado se consideran como 
privativas de la administración. Ello 
contribuye a afirmar la importancia 

de que estos espacios de negocia-
ción sean considerados en su debida 
importancia y se encaren con rigor y 
perspectiva.

Sin embargo, la encuesta aclara un 
par de aspectos sobre los cuales de-
biera ponerse atención. Por una parte, 
el hecho de que la mayor parte de los 
mecanismos acordados para dar cau-
ce a los beneficios convenidos en los 
procesos de negociación consista en 
la orientación de procesos original-
mente previstos para el reclutamiento 
de nuevo personal hacia formas a tra-
vés de las cuales tales procesos resul-
ten en mejorías de grado y remunera-
ción para funcionarios y funcionarias 
que ya eran parte de las respectivas 
dotaciones, tales como concursos pú-
blicos que son diseñados en realidad 
para la promoción interna, evidencian 
la carencia de alternativas transparen-
tes de convenir mejoras remuneracio-
nes probablemente justificadas, re-
curso indispensable en la gestión de 
las relaciones laborales de cualquier 
organización. De otro lado, la EN-
CLACE da cuenta de un alto nivel de 

descoordinación y alineamiento entre 
los acuerdos alcanzados en cada or-
ganismo respecto de aquellos objetos 
de negociación en el respectivo nivel 
sectorial. En el sector Salud sobre un 
66% de los acuerdos de los organis-
mos consideraron los acuerdos gene-
rales de dicho sector solo como una 
referencia o como pisos mínimos o 
máximos para sus propios acuerdos 
específicos y en un 8,3% de los casos 
no fueron siquiera considerados en la 
discusión. En el resto de la administra-
ción pública, la situación cambia rela-
tivamente y en un 47% de las negocia-
ciones de los servicios, los acuerdos 
sectoriales fueron considerados en 
las negociaciones específicas para de-
batir sus formas de aplicación en los 
respectivos organismos.

Estos porcentajes evidencian un 

fuerte desalineamiento entre los pro-
cesos de diálogo sostenidos en la es-
pecificidad de cada servicio respecto 
de las líneas adoptadas en su marco 
sectorial, lo que, si bien puede tener 
una explicación relativa en cuanto 
a la comentada heterogeneidad de 
realidades que agrupa el sector salud, 
revelan, en su conjunto, una preocu-
pante carencia de perspectivas y ma-
trices generales que den sentido de 
cuerpo y sistematicidad a los proce-
sos de negociación que se desarrollan 
al interior de la totalidad de la admi-
nistración pública, incrementando los 
niveles de incerteza y predictibilidad 
a su respecto y dificultando la plani-
ficación y ejecución de algunas líneas 
generales que den consistencia y fun-
damento a una política de relaciones 
laborales que enmarque y dé perspec-
tiva al tratamiento de las condiciones 
de empleo de quienes integran la ad-
ministración del Estado.

En la misma perspectiva, llama la 
atención la alta tasa de negociaciones 
en los servicios cuyo resultado final 
no es objeto de protocolización algu-

“Si bien ha habido avances en la 
implementación de iniciativas orientadas 
a la implementación de algunas políticas 

de relaciones laborales en nuestra 
administración pública, ello todavía dista 

mucho de ser un objetivo logrado”

na, entendida esta como una afirma-
ción conjunta y documentada de los 
acuerdos alcanzados, sus alcances 
y características. Así en el sector Sa-
lud los acuerdos orales llegaron a un 
34,3% y en el resto de los servicios al 
47,7%. Ello, que probablemente tie-
ne como una de sus explicaciones el 
hecho de que tales convenios incor-
poran acuerdos cuya eficacia supone 
un cierto nivel de discreción en sus 
detalles o en sus beneficiarios, en-
cierra siempre el riesgo sobrevinien-
te de la carencia de interpretaciones 
colegiadas entre las partes, así como 
de la ausencia de mecanismos de se-
guimiento y fiscalización acerca de su 
efectivo cumplimiento, incorporando 
una opacidad que puede conllevar di-
ficultades adicionales en los siguien-
tes procesos de negociación.

A modo de breve conclusión respec-
to de estas consideraciones prelimina-
res relativas a la ENCLACE, puede afir-
marse que si bien ha habido avances 
en la implementación de iniciativas 
orientadas a la implementación de  
algunas políticas de relaciones labora-
les en nuestra administración pública, 
ello todavía dista mucho de ser un 
objetivo logrado y las carencias prin-
cipales a abordar en forma prioritaria 
dicen relación con la necesidad de lle-
var a cabo procesos de reforzamiento 
de las instancias respectivas de los 
servicios para que estos dispongan de 
personal calificado profesionalmente 
para el desempeño de una disciplina 
que debe desenvolverse en escena-
rios de alta complejidad, disponiendo 
de los recursos humanos y materiales 
necesarios para su eficaz desempeño 
y premunidos de la autoridad nece-
saria para dar eficacia a su gestión y 
con el desafío, a nivel del conjunto 
de la administración, de generar una 
institucionalidad que disponga de los 
dispositivos y mecanismos adecua-
dos para implementar una mirada 
sistémica a la trascendental tarea de 
desarrollar procesos coherentes que 
tengan como objetivo simultáneo la 
dignificación de la función pública res-
pecto de las condiciones laborales de 
quienes la ejercen y asegurar, de esa 
manera, la progresiva optimización de 
la calidad y oportunidad en que éstos 
prestan los servicios públicos a los 
que la ciudadanía tiene el derecho a 
acceder. 
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Segregación urbana en Gran Santiago 
El plan de viviendas sociales
EN LAS CONDES
Por Ramiro de Elejalde, Doctor en Economía, Universidad Carlos III de Madrid, España. Académico FEN-UAH

G
ran Santiago es una urbe con altos grados 
de segregación urbana. La figura 1 muestra 
las distintas comunas de Gran Santiago se-
gún el promedio del ingreso per cápita del 

hogar. El color en el gráfico clasifica a las comunas 
desde la más pobres (azul claro) a la más ricas (azul 
oscuro). Podemos observar que hay ordenamiento 
casi perfecto a medida que nos movemos de ponien-
te a oriente.

Pero ¿cuáles son las consecuencias de la segrega-
ción urbana? Primero, la segregación potencia las 
desigualdades sociales. Si las familias de menores 
recursos viven en comunas “pobres” entonces tienen 
acceso a peores bienes públicos (espacios verdes, se-
guridad, escuelas, actividades culturales, etc.) que las 
familias de mayores recursos que viven en comunas 
“ricas”. Segundo, la falta de interacción entre grupos 

distintos sociales puede generar prejudicios entre 
dichos grupos y más inestabilidad social. Por últi-
mo, existe evidencia que relaciona la segregación 
urbana con mayores índices delictivos, peores re-
sultados escolares y de salud.

LAS VIVIENDAS SOCIALES EN LAS CONDES
En este contexto, el plan de viviendas sociales 

en Las Condes impulsado por el alcalde Joaquín 
Lavín parece una buena iniciativa. El proyecto que 
ha recibido más prensa dentro de esta iniciativa es 
el edificio que estará ubicado en Av. Cristóbal Co-
lón cerca de la Rotonda Atenas. Este proyecto es 
famoso por el cacerolazo de los vecinos de la zona 
reclamando que el proyecto afectaría la plusvalía 
de las propiedades del sector.

Pero ¿en qué consiste este proyecto? Es un edifi-

cio de 15 pisos con 85 departamentos de entre 60 
a 64 metros cuadrados. Cada departamento tiene 
tres dormitorios y dos baños.

A diferencia de otros, este edificio busca inte-
grar familias vulnerables y de sectores medios, 
evitando que el edificio se transforme en un 
gueto en un barrio de altos ingresos. En con-
creto, el 40 % de los departamentos serán para 
familias vulnerables y el 60% para familias de 
sectores medios. La asignación de los departa-
mentos entre los postulantes interesado se rea-
lizará mediante una tómbola. 

Además, para postular se deben cumplimentar 
los siguientes requisitos:
1. Acreditar 15 años de residencia en la comuna.
2. Los postulantes vulnerables deberán tener 
un ahorro de 70 UF, mientras que aquellos de 
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sectores medios tendrán que contar con un fondo 
de entre 80 y 150 UF.
3. No poseer antecedentes penales.

Desafortunadamente, no existe evidencia confia-
ble para Chile del impacto de este tipo de proyectos. 
Dicho esto, podemos estudiar la evidencia interna-
cional para evaluar si el diseño de Las Condeses 
adecuado para obtener el mayor impacto posible 
con iniciativas de esta índole.

EVIDENCIA INTERNACIONAL
La mejor evidencia disponible surge del experi-

mento “Moving to Opportunity” (MTO) financiado 
por el Ministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano 
de EEUU. Este experimento busca determinar si 
proveer asistencia a familias para mudarse a “me-
jores” barrios, les permite obtener mayores resulta-
dos económicos y de salud.

El MTO se llevó a cabo entre 1994 y 1998 en cin-
co ciudades grandes de EEUU. Aproximadamente 
4.600 familias que vivían en proyectos sociales con 
altos niveles de pobreza fueron asignados aleatoria-
mente a uno de tres grupos: al grupo voucher se le 
ofreció un subsidio con el requisito de que debería 
mudarse a un barrio con una tasa de pobreza menor 
al 10%, al grupo Section 8 se le ofreció un subsidio 
sin requisito alguno, y al grupo control no se le ofre-
ció subsidio alguno. Dado que la asignación a los 
distintos grupos se realizó de forma aleatoria, se 
puede obtener el efecto causal de la política simple-
mente comparando los resultados de cada grupo.

Los resultados más importantes fueron obtenidos 
por Ludwig et al. (2013). Estos autores estudiaron 

los efectos del programa en el largo plazo (15 años 
después del experimento) y encontraron mejoras 
en salud para los adultos pero no en su situación 
económica, y no encontraron efectos positivos para 
los hijos de las familias que participan del experi-
mento.

Los resultados nulos sobre los hijos sugieren que 
los hijos sufren algún efecto negativo al mudarse 
que pueden estar relacionado con problemas de 
adaptación.

En un artículo reciente Chetty et al. (2016) ofrece 
evidencia adicional sobre el efecto sobre los hijos 
al encontrar efectos positivos en el ingreso futuro 
para los hijos menores de 13 años al momento de 
mudarse. Para los hijos entre 13 y 18 años, los efec-
tos son nulos o negativos. Estos resultados sugie-
ren que los problemas de adaptación disminuyen 
con la edad del niño al momento de mudarse a otra 
comuna. 

Otro resultado importante es que los resultados 
son más positivos para el grupo que está obligado a 
mudarse a barrios con bajo nivel de pobreza (grupo 
voucher) que para el grupo que no tiene esta obliga-
ción (grupo Section 8). 

LECCIONES
¿Qué podemos aprender de la evidencia interna-
cional?

Primero, no deberíamos esperar mejoras en los 
ingresos de los adultos que se mudan a mejores co-
munas pero sí una mejor calidad de vida. Segundo, 
solamente hay efectos positivos sobre los hijos que 
se mudan a edades tempranas (menos de 13 años). 
Tercero, los efectos son mayores cuando mayores 
son las diferencias entre el barrio de origen y des-
tino.

Las viviendas sociales de Las Condes tienen as-
pectos muy positivos como la idea de integrar fa-
milias de distintos grupos sociales y utilizar una 
tómbola para asignar los departamentos.  Desafor-
tunadamente, los requisitos para postular son que 
la personas deben haber residido en Las Condes por 
15 años con lo cual no se deberían esperar efectos 
importantes de la política. Además, los requisitos 
deberían aumentar las chances en la tómbola de fa-
milias con hijos pequeños, donde se han obtenido 
mayores impactos según la evidencia internacional 
disponible. 
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Figura 1: Promedio 
del ingreso per cápita 
en el hogar por comu-
na. Gran Santiago, 
2017. 
(en miles de pesos)




